	Fecha
	30 de Mayo de 1960
	Sesión número
	23

	Motivo: Amparo

	Recurrente: CRISTÓBAL RAMÍREZ VARGAS

	Recurrido: GOBERNADOR DE LA PROVINCIA DE CARTAGO

	Objeto del recurso: Alega el recurrente que se ordenó el cierre de su establecimiento comercial de Cantina denominado “El Atlántico”, previa queja de vecinos por actos contra la moralidad. Alega violación de los artículos 46 y 48 de la Constitución Política. Solicita que de inmediato se haga cesar la orden de cierre que le está perjudicando. 

	Respuesta del recurrido: Informa el recurrido que la resolución dictada para clausurar el establecimiento comercial se fundamenta en la información fuera de juicio, solicitada por el informante a la Alcaldía Primera de Cartago; en el informe que rindiera la Comandancia de Plaza y la Oficina de Detectives de dicha ciudad; los antecedentes que existían en la Gobernación y; finalmente, en lo dispuesto por la Municipalidad de Cartago, en el artículo VII de Sesión ordinaria del  3 de mayo, que establece la cancelación de las patentes de licores, basado en la necesidad de moralizar esa Sección Norte de la ciudad, en donde se han refugiado las mozas de partido, los maleantes y demás individuos de conducta anti-social. Asimismo, que de los autos se ve que el promotor del Recurso de Amparo no ha demostrado certificalmente haber agotado los recursos que la ley establece contra la resolución impugnada.

	Parte dispositiva
	Se rechazó de plano el recurso. En acta N°122 de sesión ordinaria de la Municipalidad de Cartago, artículo VII, se acordó en firme comisionar al señor Gobernador y Ejecutivo Municipal para que levantara una información sumaria sobre los negocios de dudosa reputación instalados en el sector de la Estación del Ferrocarril y procediera a la cancelación de las patentes de los negocios que se hicieran acreedores a tal medida, con el objeto de procurar la moralización de ese sector y la tranquilidad del vecindario. Que en sesión ordinaria celebrada el 10 de mayo, artículo XXI, se acordó ratificar plenamente lo actuado. El recurrente no ha apelado la resolución del señor Gobernador, que ordenó la clausura de su establecimiento comercial, y como tal resolución es apelable, es procedente desestimar el recurso de plano, con apoyo en el artículo 3° inciso d), de la ley de la materia N° 1161 del 2 de junio de 1950 y sus reformas. 


N° 23
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las catorce horas del día treinta de mayo de mil novecientos sesenta, con asistencia de los señores Magistrados Baudrit, Presidente; Valle, Quirós, Ramírez, Ávila, Bejarano, Acosta, Soto, Trejos, Sanabria, Calzada, Fernández, Jugo y Porter.
Artículo VI
Se conoció del recurso de Amparo establecido por Cristóbal Ramírez Vargas contra el señor Gobernador de la Provincia de Cartago. El recurrente alega: “Vengo a interponer Recurso de Amparo contra una resolución del señor Gobernador Interino de la Provincia de Cartago en la persona del señor Don Edwin Garro Jiménez, en la que se ordenó el cierre de mi establecimiento comercial de Cantina denominado “El Atlántico”, situado en el centro de esta ciudad.- En vista de lo anterior y para proveer mejor el estudio de mi caso tengo a bien informar de lo siguiente: En los primeros meses de este año previa queja de vecinos por actos contra la moralidad se iniciaron los estudios del departamento que me ha lesionado en el ejercicio libre del comercio a fin de proceder al cierre dicho. Atendiendo entonces una sugerencia del señor Gobernador don Guillermo Meza Castro, desde el mes de febrero, en sus principios, obedecí las órdenes del funcionario mencionado quien para sus reparos se basó en la Ley de Licores vigente. Con lo anterior quiero decir que desde hace tres meses me puse a derecho obedeciendo como he dejado constando.-  Continuando sin saber porqué con el asunto el señor Gobernador Interino procedió a una Información Ad Perpetuam y con base en ella de inmediato cerró mi establecimiento junto con otros vecinos.- De lo afirmado por mí en cuanto a la obediencia a la orden o sugerencia del señor Gobernador son testigos los señores Jorge Solano Sánchez, Eugenio Roig Jiménez, Eusebio Rodríguez de segundo apellido no recordado y don Abel Calderón, todos personas mayores de edad, vecinos míos que podrán indicar cómo es que desde hace tres meses más o menos en mi negocio no tienen lugar los actos de escándalo e inmoralidad que se han indicado.- Con apoyo en el párrafo final del artículo 48 de la Constitución Política vigente y en lo establecido en la misma en lo que se refiere a la libertad de ejercer el comercio y en la Ley de Amparo vigentes es que interpongo este recurso.- No omito manifestar que existen negocios muy cercanos al mío en condiciones normales de trabajo los cuales no han sido clausurados siendo la orden por lo tanto injusta.- Ruego a ese Alto Tribunal dar el trámite correspondiente a este recurso y en apoyo en el artículo 13 de la ley citada solicito de inmediato se haga cesar la orden de cierre que me está perjudicando. “De conformidad con el artículo octavo de la Ley especial concreto mi recurso de amparo al punto de habérseme coartado la libertad de Comercio que la Constitución establece en el artículo 46 cuando define “son prohibidos los monopolios de carácter particular y cualquier acto, aunque fuere originado en una ley que amenace o restrinja la libertad de comercio, agricultura e industria”.- Cumplido así el requisito ordenado me permito hacer las siguientes consideraciones: Como lo indiqué en mi libelo inicial, la orden de cierre de mi negocio por el señor Gobernador a.i. de Cartago, tuvo como base una información levantada en la que absolutamente no se nos tomó en cuenta para su confección, es decir, fue unilateral. En consideración a esta anomalía se ha presentado ante la Alcaldía Primera de esta Provincia, un recurso de nulidad o mejor dicho un incidente de nulidad, que de ser declarado procedente falsea de manera muy especial la actuación del señor Gobernador a.i.- En vista de tal y considerando que de dar ese Alto Tribunal curso a mi petición de amparo, requerirá esa actuación o informe de la Gobernación, por mi parte inicié una información Ad Perpetuam ante la Alcaldía Segunda de aquí, para establecer mi defensa y evitar un desequilibrio en mi caso.  Espero se me dé la oportunidad de presentar esa información con las declaraciones de los testigos.- Espero la cita de ley se ajuste a lo ordenado y se le dé trámite a este recurso.”
El señor Gobernador, requerido al efecto, informó: “que resolución dictada por este despacho para clausurar establecimiento comercial del señor Cristóbal Ramírez Vargas en esta ciudad, se fundamenta en la información “fuera del juicio” ad perpetuam, solicitada por el suscrito a la Alcaldía Primera de Cartago, así como en el informe que rindiera la Comandancia de Plaza y la oficina de Detectives de esta ciudad, y los antecedentes que existían en este Despacho, y finalmente, lo dispuesto por la Municipalidad de Cartago, en el artículo VII (séptimo) de la Sesión ordinaria de esa Corporación, celebrada el día 3 (tres) de los corrientes, que establece la cancelación de las patentes de licores. Por correo estoy remitiéndole documentación al respecto, excepto, la información ad perpetuam, que fue solicitada por la Alcaldía por recurso de nulidad y revocatoria presentado.” “Además de las razones que di por la vía telegráfica al rendir mi informe solicitado por ustedes, el fundamento social tomado muy en cuenta por la Municipalidad de Cartago, como de este Despacho para ordenar la cancelación de las patentes municipales que permitían el funcionamiento de Hoteles y Fondas, se basó en la necesidad de moralizar esa Sección Norte de la ciudad, en donde se han refugiado – hace mucho tiempo – las mozas de partido, los maleantes y demás individuos de conducta anti-social. Desde hace muchos meses, la queja constante de los vecinos afectados ha tenido a la Municipalidad y a esta Gobernación en constante desvelo, encaminado a poner fin a esa irregular situación de hechos.  A ello obedece la orden de caducidad de las patentes respectivas. Ha de tomarse en cuenta además, que en materia administrativa no hay derechos adquiridos. Y no podría ser de otro modo habida cuenta del interés público que tutelan tanto el Honorable Municipio, como esta Gobernación, en cumplimiento de sus funciones.- Cabe indicar como fundamento de fondo que: en el caso presente la Ley de Amparo (N° 1161, del 2 de junio de 1950) indica taxativamente: “No procede el recurso de amparo: a)…b)…c)…d) Contra las resoluciones de los otros funcionarios o entidades (Gobernadores o Municipalidades) cuando no se hubieren agotado los recursos que la ley establece contra tales resoluciones, salvo que no se resolviere dichos recursos, dentro de los quince días siguientes a su interposición”. De estos mismos autos se ve que el promotor del Recurso de Amparo, al que se refieren estas diligencias, no ha demostrado certificalmente haber agotado los recursos que la ley establece contra la resolución impugnada.”
Previa la discusión del caso, se rechazó de plano el recurso por las razones que a continuación se indican: 1a.) El reclamante interpone el Recurso de Amparo que se examina, contra una resolución del señor Gobernador Interino de la Provincia de Cartago, en la que se ordenó el cierre de su establecimiento comercial de cantina denominado “El Atlántico” situado en el centro de aquella ciudad.  Fundamenta su acción en el artículo 46 de la Constitución Política que establece que son prohibidos los monopolios de carácter particular y cualquier acto, aunque fuere originado en una ley, que amenace o restrinja la libertad de comercio, agricultura e industria. 2a)  El señor Gobernador interino, don Edwin Garro Jiménez informó a este Tribunal, tanto en su telegrama de dieciséis de este mes, como en memorial de fecha diecisiete, que la resolución dictada por su despacho para clausurar el establecimiento comercial del recurrente Ramírez Vargas, se fundamenta en la información fuera de juicio, solicitada por el informante a la Alcaldía Primera de Cartago, así como en el informe que rindiera la Comandancia de Plaza y la Oficina de Detectives de dicha ciudad, y los antecedentes que existían en la Gobernación y, finalmente, en lo dispuesto por la Municipalidad de Cartago en artículo VII de la sesión ordinaria celebrada el tres del mes en curso, que establece la cancelación de las patentes de licores, y que el fundamento social tomado en cuenta pro la Municipalidad dicha, como de la Gobernación para ordenar la cancelación de las patentes municipales que permitían el funcionamiento de hoteles y fondas, se basó en la necesidad de moralizar ese sector norte de la ciudad, en donde se han refugiado hace mucho tiempo, las mozas de partido, los maleantes y demás individuos de conducta antisocial. 3a) Que efectivamente el acta N°122 de la sesión ordinaria celebrada por la Municipalidad de Cartago, a las diecinueve horas del tres del mes en curso, en su artículo VII, acordó en firme comisionar al señor Gobernador y Ejecutivo Municipal para que levantara una información sumaria sobre los negocios de dudosa reputación instalados en dicho sector de la Estación del Ferrocarril, con la colaboración de la Comandancia de Plaza y procediera a la cancelación de las patentes de los negocios que se hicieran acreedores a tal medida, con el objeto de procurar la moralización de ese sector y la tranquilidad del vecindario. Que en sesión ordinaria celebrada por la misma Corporación Municipal, a las diecinueve horas del diez del expresado mes, en artículo XXI, visto el informe del señor Gobernador y Ejecutivo Municipal Interino, en el que expone que en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo VII de la sesión de tres de mayo, procedió a levantar una información sumaria por conducto de la Alcandía Primera Civil, para la clausura de los establecimientos a que el acta respectiva se refiere, entre los cuales está la Cantina El Atlántico, de Cristóbal Ramírez, que es el recurrente, se acordó ratificar plenamente lo actuado por el referido funcionario, sin que ello sea obstáculo para que si los comerciantes afectados puedan presentar pruebas en su favor, dicha Municipalidad pueda considerarlas en su oportunidad. 4a) El recurrente ha demostrado por medio de una certificación del señor Secretario Municipal del cantón central de Cartago, que ha interpuesto los recursos de revocatoria y apelación subsidiaria contra los comentados acuerdos número VII y XXI de las sesiones 122 y 123 del 3 y 10 de mayo en curso, referentes a clausura de los negocios a que las mismas se refieren. 5a) No se ha reportado sin embargo, prueba de que el recurrente haya apelado de la resolución del señor Gobernador, en que éste ordenó la clausura de su establecimiento comercial, y como tal resolución es apelable, es procedente desestimar el recurso de plano, con apoyo en el artículo 3° inciso d), de la ley de la materia N° 1161 del 2 de junio de 1950 y sus reformas, que dispone, que no procede el recurso de Amparo, “contra las resoluciones de los otros funcionarios o entidades, cuando no se hubieran agotado los recursos que la ley establece contra tales resoluciones, salvo que no se resolvieran dichos recursos dentro de los quince días siguientes a su interposición”.-
